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PROYECTO DE LEY
El Senado y Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires sancionan con fuerza de

LEY
ARTÍCULO 1: Para obtener los beneficios previsionales correspondientes, los abogados aportantes a la  Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires podrán tomar para el cómputo de los años de antigüedad en la profesión, hasta un máximo de cinco (5) años a su elección de los períodos anteriores al año 1985 sin necesidad de tener aportes realizados, o que ello implique que los depositados deban ser actualizados.
ARTÍCULO 2: Para el año o años que el profesional registre aportes pero sin alcanzar los mínimos referidos en el artículo anterior, se podrán computar el año o los años elegidos pagando por cada uno de ellos una suma equivalente al importe de la última cuota anual obligatoria establecida.

ARTÍCULO 3: Cuando el profesional no registre aporte alguno en cualquiera de los años elegidos, la suma que deberá abonar por cada uno de ellos será equivalente a dos veces el importe señalado en el artículo anterior.
ARTÍCULO 4: Para ejercer los derechos derivados de la presente ley, los profesionales deberán haber cumplido regularmente con sus pagos de CAO a partir del año 1985, o en caso de haber mantenido alguna deuda desde esa fecha que la misma se encuentre regularizada al 1° de septiembre de 2014.

ARTÍCULO 5: A los fines previstos por la presente ley, y también a todos los efectos previsionales que correspondan, se establece que la matriculación junto con el correspondiente pago anual de la matrícula en cualquiera de los Colegios Departamentales de la Provincia de Buenos Aires, determina la presunción suficiente del cumplimiento del ejercicio de la actividad profesional.

ARTÍCULO 6: Esta ley comenzará a regir desde su publicación y comprenderá aun a aquellas situaciones en que el profesional haya solicitado la liquidación de los años anteriores a 1985 a partir de septiembre de 2014. En su caso se deberán reintegrar las sumas que excedan los montos que surjan de la aplicación de los artículos 2 y 3 de la presente ley, con más los intereses de actualización correspondientes a los índices necesarios a fin de que la reparación sea integral.
ARTÍCULO 7: De forma.
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FUNDAMENTOS

 
Como consecuencia del régimen dispuesto por la ley 6716 y sus modificatorias, a partir del año 1985 la Caja de Previsión Social para Abogados de la Provincia de Buenos Aires, comenzó a aplicar un novedoso sistema de cuota anual obligatoria (CAO), cuyo monto se establece anualmente, y que se ha mantenido vigente hasta la fecha.


El sistema que se aplicaba con anterioridad a la norma legal referida presentaba como carácter fundamental que el pago de aportes mínimos anuales no era exigido como obligatorio, y para el caso de no existir la consecuencia que operaba era que dicho año no se computaba a los efectos previsionales. 


El cambio esencial y profundo introducido por la ley 6716, mas allá de sus bondades y de los comentarios que pueda merecer su análisis crítico, tuvo una seria deficiencia al no contemplar con idoneidad la consagración de vasos comunicantes estructurales e integrales entre dos sistemas muy distintos, y cuyo pasaje de uno a otro terminó afectando gravemente la situación, los derechos, las expectativas y la forma en que cada abogado había resuelto plantarse frente a la Caja hasta ese momento. En tal sentido, no se contempló que las personas alcanzadas por el nuevo sistema de aportes obligatorios, tuvieran la posibilidad de regularizar la situación de años anteriores y utilizarlos a los efectos provisionales, ya sea en esa oportunidad o en el momento que solicitaran su jubilación.


De este modo, un grupo de profesionales quedó atrapado en medio de dos sistemas con matices contrapuestos, y hoy asistimos al caso de abogados que pese a cumplir religiosamente con los aportes obligatorios desde el año 1985 y contar con más de 65 años de edad, se ven impedidos de gozar de su jubilación ordinaria y en algunos casos deben seguir trabajando y aportando y así superar más de 40 años de actividad, y más de 70 años de edad para acceder a dicho beneficio.

Cabe tener en cuenta que esa falta de vasos comunicantes ha sido reemplazada por normativas de la Caja profesional -de carácter cuasi legal-, que determina la aplicación de criterios del régimen obligatorio del sistema a situaciones regidas por el régimen no obligatorio. De este modo, si algún profesional solicita computar años de su actividad profesional del viejo régimen, en el mejor de los casos, debe abonar sumas actualizadas que pueden llegar a superar en 10 veces el monto vigente de la cuota anual obligatoria, con el agravante de su exigencia de pago al contado.


Como resulta apreciable, este sistema, que carece de legalidad y tiende a suplir el vació legislativo existente, implica la indebida aplicación retroactiva de un sistema vigente a otro que rigió con anterioridad con una naturaleza absolutamente diferente, afectando de una manera intolerable el principio constitucional de igualdad y lesionando gravemente los intereses y las expectativas de vida de personas, pertenecientes a la tercera edad, que se encuentran con la insólita situación de que las instituciones que los rigen no amparan sus derechos.


Que mayor gravedad reviste la situación teniendo en cuenta que el organismo competente no ha solucionado esta cuestión mediante el planteo de la misma y el requerimiento del dictado de las normas legales pertinentes que le otorguen legitimidad y justicia.


Que en un estado de derecho resulta incompatible y por lo tanto inadmisible que instituciones con tan alto contenido jurídico apliquen criterios de naturaleza punitiva, que no guardan relación ni proporción con tratamientos y situaciones objetivamente impuestas a los profesionales afectados, ni con la naturaleza previsional de esta materia.

Que además deviene arbitrario confundir la naturaleza y esencia de las cosas y aplicar un tratamiento de “sanción”, a quienes no tienen responsabilidad alguna frente a un cambio legislativo impuesto, porque las conductas encuadradas en la legalidad de un sistema anterior no pueden ser consideradas como ilícitas en su trato y en sus efectos, y por el contrario corresponde dispensarles la consideración especial que su situación merece.


Que en tal sentido se impone la necesidad de asegurar los derechos afectados, pero también la paz social, evitando controversias judiciales empujadas por situaciones anómalas, en las que terminan prevaleciendo criterios fiscalistas por encima de principios que debe contener un régimen previsional en un sistema constitucional de principios y valores y que impone también la necesidad de contemplar situaciones humanas afectadas especialmente en consideración a la edad y situación de vida de los interesados.

Que también resulta arbitraria la operatoria de los requisitos exigidos para acreditar el ejercicio profesional, teniendo en cuenta que ello está implícito con el pago de la matricula y el mantener el estudio profesional registrado en el Colegio Departamental respectivo, con todos los efectos y obligaciones legales consecuentes, especialmente cuando no se guarda racionalidad con la exigencia de pruebas idénticas tanto para acreditar años recientes que para aquellos que puedan alcanzar más de 40 años y que por lo tanto presentan las dificultades para sus probanzas derivadas de los indudables efectos del transcurso del tiempo.

Que como ejecutoras de obligaciones previsionales primigenias y originarias del Estado, las cajas de profesionales deben estar conformes a los principios rectores que consagra la Constitución Nacional y Provincial en materia previsional y a los principios y valores que hacen a un sistema social de equidad, de justicia y de racionalidad.

Por todo ello, solicitamos que los señores Legisladores acompañen con su voto positivo el presente proyecto de ley.
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